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Informe sobre la admisibilidad de la proposición de Ley Foral para el respeto a la pluralidad y a la decisión democrática de la ciudadanía en el uso de los símbolos de Navarra, presentada por una Comisión Promotora, cuyo representante es D. Eneko Compains Silva.
Pamplona, 13 de marzo de 2014.
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En relación con la admisibilidad de la proposición de Ley Foral para el respeto a la pluralidad y a la decisión democrática de la ciudadanía en el uso de los símbolos de Navarra, la suscribiente emite el siguiente

INFORME

I. Antecedentes.
1.
Con fecha 30 de enero de 2014, se ha presentado por D. Eneko Compains Silva y otros, un escrito a través del cual y al amparo de la Ley Foral 3/1985, de 24 de marzo (LFILP) se ejerce la iniciativa legislativa popular. Dicha solicitud va acompañada del texto articulado de la proposición de Ley Foral, precedido de la correspondiente exposición de motivos. 
El texto se acompaña de un documento en el que se exponen los argumentos que justifican su presentación, la relación y datos personales de los miembros de la Comisión Promotora, así como de la designación de uno de sus miembros, D. Eneko Compains Silva, como persona encargada de defenderla ante el Parlamento de Navarra. 
2. Con fecha de 3 de febrero de 2014, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa audiencia de la Junta de Portavoces, acordó solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara un informe sobre la admisibilidad de esta iniciativa.
II. Normativa reguladora de la iniciativa legislativa popular.

1. Previsión en la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral. 
El artículo 19.2 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (LORAFNA) establece que una ley foral establecerá la iniciativa legislativa popular, de acuerdo con lo que disponga la correspondiente Ley Orgánica. Este mandato se ha desarrollado mediante la Ley Foral 3/1985, de 24 de marzo, por la que se regula la iniciativa legislativa popular
2. Regulación contenida en la Ley Foral 3/1985, de 24 de marzo, regula la iniciativa legislativa popular. 

La Ley Foral 3/1985, de 24 de marzo, regula la iniciativa legislativa popular, estableciendo en su artículo 1 que:

"Los ciudadanos inscritos en el censo electoral de Navarra podrán ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 19.2 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, conforme a lo dispuesto en esta Ley Foral."

El artículo 2 excluye expresamente del ejercicio de la iniciativa popular las siguientes materias:

a) Aquellas en que la Comunidad Foral carezca de competencia legislativa. 

b) Aquellas a que se refiere el artículo 19.3, de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. 

c) Las de naturaleza tributaria. 

d) Los Presupuestos y Cuentas Generales de Navarra.

La nueva redacción del artículo 3, establecida por la Ley Foral 14/2012, de 5 de julio, prevé que la iniciativa ha de ejercerse mediante la presentación de proposiciones de ley foral suscritas por las firmas de, al menos, el uno por ciento de los electores del censo autonómico vigente el día de la presentación oficial de la iniciativa mediante registro en el Parlamento y que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 1 de la Ley Foral.

Al escrito de presentación de la proposición debe acompañarse la siguiente documentación, a tenor del artículo 3.2:
a) Texto articulado de la proposición de ley foral, precedido de una exposición de motivos. 

b) Documento en el que se detallen las razones que aconsejen, a juicio de los firmantes, la tramitación y aprobación por el Parlamento de Navarra de la proposición de ley foral. 

c) Una relación de los miembros que integren la Comisión Promotora de la iniciativa, con expresión de los datos personales de todos ellos y del miembro de aquella designado a efectos de notificaciones. 

d) La designación de un miembro de la Comisión Promotora de la iniciativa legislativa para que defienda la proposición ante el Pleno del Parlamento de Navarra en el momento del debate de su toma en consideración y se incorpore a los debates parlamentarios en la manera que se regule en el Reglamento del Parlamento de Navarra.

Corresponde a la Mesa del Parlamento pronunciarse sobre la admisibilidad de la iniciativa. A este efecto, la Ley Foral determina como causas de inadmisibilidad de la proposición, conforme al artículo 5.2, las siguientes: 

a)
Que el texto de la proposición se refiera a alguna de las materias excluidas por el artículo 2.

b)
Que no se hayan cumplido los requisitos documentales previstos en el artículo 3, salvo que el defecto fuese subsanable.

c)
Que el texto de la iniciativa verse sobre materias carentes de homogeneidad entre sí.

d)
La previa existencia en el Parlamento de Navarra de un proyecto o proposición de Ley Foral que verse sobre el mismo aspecto y que esté, cuando ésta se presente, en el trámite de enmiendas u otro más avanzado.

e)
Que la propuesta sea reproducción de una iniciativa legislativa popular, igual o sustancialmente equivalente, presentada en la misma legislatura.

Finalmente, la admisión a trámite por la Mesa, requiere la conformidad del Gobierno de Navarra en el caso de que suponga aumento de créditos o disminución de ingresos presupuestarios (art.6 LFILP).
3. Regulación contenida en el Reglamento del Parlamento de Navarra. 

Por su parte nuestro Reglamento contiene en el artículo 149 una regulación específica respecto a las proposiciones de ley foral de las iniciativas legislativas populares estableciendo que serán examinadas por la Mesa de la Cámara al objeto de verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 19 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y en las leyes forales que lo desarrollan. Determinando que si la proposición de ley foral cumple los requisitos legalmente establecidos, la Mesa dispondrá que su tramitación se ajuste al procedimiento establecido con carácter general para las proposiciones de ley foral.
III.
El marco normativo vigente en materia de símbolos políticos, la 
justificación de la iniciativa legislativa y la regulación que se 
propone. 

1. El marco normativo vigente en la materia.

a) Normativa general: 

Debemos citar en primer lugar el artículo 4 de la Constitución Española (CE), que establece literalmente lo siguiente: 

Artículo 4

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

En un segundo nivel, la Ley 39/1981, de 28 de octubre de 1981, regula el uso de la bandera nacional y de otras banderas y enseñas. De esta Ley interesa extraer los siguientes mandatos:  

- La bandera de España deberá ondear en el exterior y ocupar el lugar preferente en el interior de todos los edificios y establecimientos de la Administración central, institucional, autonómica, provincial o insular y municipal del Estado (art. 3.1)

- En las Comunidades Autónomas, cuyos estatutos reconozcan una bandera propia, ésta se utilizará juntamente con la bandera de España en todos los edificios públicos civiles del ámbito territorial de aquélla, en los términos que dispone el artículo 6 de la ley 39/1981. (art.4)

- Cuando los Ayuntamientos utilicen sus propias banderas, lo harán junto a la bandera de España en los términos establecidos en el artículo 6 de la ley 39/1981. (art.5) 

- Cuando se utilice la bandera de España ocupará siempre lugar destacado, visible y de honor. Si junto a ella se utilizan otras banderas, la bandera de España ocupará lugar preeminente y de máximo honor y las restantes no podrán tener mayor tamaño. Entendiendo por lugar preeminente y de máximo honor, cuando el número de banderas que ondeen juntas sea impar, la posición central y si el número de banderas que ondeen juntas es par, de las dos posiciones que ocupan el centro, la de la derecha de la presidencia si la hubiere o la izquierda del observador. (art.6)

En paralelo a la regulación estatal, y con fundamento en el art. 4.2 de la CE, todas la Comunidades Autónomas han regulado sus propios símbolos, si bien su regulación y establecimiento deberá hacerse dentro del marco establecido en la Constitución. 
b) El desarrollo normativo de esta materia en la Comunidad Foral de Navarra:
En el caso de la Comunidad Foral el escudo y la bandera se definen en el artículo 7 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en similares términos a lo establecido en la Norma del Parlamento Foral de 26 de octubre de 1981, estableciéndose lo siguiente: 

Artículo 7

1. El Escudo de Navarra está formado por cadenas de oro sobre fondo rojo, con una esmeralda en el centro de unión de sus ocho brazos de eslabones y, sobre ellas, la Corona Real, símbolo del Antiguo Reino de Navarra.

2. La bandera de Navarra es de color rojo, con el escudo en el centro.

Nada dispone el Amejoramiento acerca de la utilización o exhibición de los símbolos propios de Navarra. 

Tras el Amejoramiento su posterior desarrollo se ha materializado en dos leyes forales: la primera, la Ley Foral 7/1986, de 28 de mayo, de Símbolos de Navarra, que mantuvo su vigencia hasta la aprobación de la actual Ley Foral 24/2003, de 4 de abril, de igual denominación, cuya derogación se pretende ahora con la proposición de iniciativa legislativa popular (ILP). 

Conviene recordar que en el ámbito local también la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra (LFALN) dedica una sección (artículos 26 a 28) a la regulación de los símbolos de las Entidades Locales y de su utilización. 


De igual modo, en la medida en que la iniciativa legislativa incide sobre las “consultas populares”, interesa hacer referencia a su regulación en el ámbito local (único regulador en Navarra), y que tiene su desarrollo en el artículo 96 de la LFALN, estableciendo expresamente límites en asuntos de competencia propia municipal y de carácter local que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos (al igual que la Ley 7/1985, de 2 de abril, de bases de régimen local –LBRL- en su art. 71). Finalmente, la Ley Foral Ley Foral 27/2002, de 28 de octubre, reguladora de las consultas populares de ámbito local, en cuanto a su procedimiento concreto. 
2. Justificación de la iniciativa legislativa y la regulación que se propone.
Queremos resaltar en este epígrafe diversos argumentos sobre los que los promotores fundamentan la necesidad de tramitar la ILP y la regulación concreta que proponen. 

1º.- Del documento que se acompaña a la ILP y de su preámbulo interesa destacar los siguientes razonamientos: 

· Navarra es una comunidad plural…lo que hace que la pluralidad sea una característica fundamental de la vida social, política y cultural de Navarra, también en lo relativo a las identidades nacionales y los símbolos que la representan.  

· Carece de sentido tanto el imponer a la ciudadanía el uso de símbolos que siente como extraños como el pretender prohibir el uso de otros que siente como propios. Un símbolo que una parte importante de la sociedad navarra reconoce como suyo, la ikurriña, está siendo perseguida de forma sistemática, anulándose la voluntad democrática en lo relativo a la simbología. 

· Ha llegado el momento de dar un firme paso adelante hacia la pluralidad, la tolerancia y la democracia…..y para ello es necesario poner fin a la prohibición de exhibir la ikurriña. 

Todos estos argumentos se sostienen, tras afirmar que los símbolos representan la personalidad propia de un pueblo,  su identidad, su unidad, su espíritu solidario, su corazón.
2º.- La parte dispositiva de la ILP, se estructura en un único artículo,  una disposición derogatoria, dos disposiciones transitorias y dos finales. En cuanto al contenido el artículo 1 dispone lo siguiente: 
Artículo 1: Utilización de la bandera
1. La Comunidad Foral de Navarra promueve que su bandera oficial sea utilizada y mostrada, ya que es símbolo tanto de la unidad de esta comunidad como de la solidaridad de su ciudadanía con la del resto del mundo. 

2. El hecho de utilizar públicamente la bandera de Navarra en los edificios y sedes administrativas no puede impedir, en ningún caso, que junto a ella se coloquen cualesquiera otras banderas, y mucho menos si estas cuentan con amplio respaldo popular. 

3. Si así lo reclama la ciudadanía, las instituciones públicas promoverán consultas populares con el fin de conocer de la misma a cerca de la utilización de símbolos.
Del resto, interesa resaltar, la disposición derogatoria que deroga por completo la vigente Ley Foral 24/2003, de 4 de abril, de Símbolos de Navarra, así como la disposición transitoria primera que insta al Parlamento de Navarra a promover un debate democrático y participativo junto con agentes sociales y ciudadanía, a fin de regular íntegramente el uso de los símbolos de forma ampliamente consensuada. Finalmente, destacar la disposición transitoria segunda, que reproduce el contenido de la  disposición transitoria única de la vigente Ley Foral 24/2003, referida a la retirada de simbología franquista, si bien se suprime la referencia a su permanencia cuando “resulte materialmente imposible la operación de sustitución”. Cuestión, por otra parte, también contemplada en la recién aprobada Ley Foral 33/2013, de 26 de noviembre, de reconocimiento y reparación moral de las ciudadanas y ciudadanos navarros asesinados y víctimas de la represión a raíz del golpe militar de 1936 (artículo 11).
3º.- De acuerdo con el contenido de la justificación de la iniciativa, de su preámbulo y de su parte dispositiva, en la forma que se ha expuesto, son de enfatizar las siguientes directrices inspiradoras y normativas: 
·  Aun cuando se reconoce que las banderas, como los restantes símbolos políticos, representan la “identidad” y la “unidad” de un pueblo, se sostiene que Navarra es una comunidad plural y que esta pluralidad es una característica fundamental, aparte de otros ámbitos, “en lo relativo a identidades  nacionales y los símbolos que la representan”. No es preciso un especial esfuerzo argumental para concluir de tal razonamiento que, a las distintas identidades nacionales pueden corresponder símbolos identificativos diversos, dentro del ámbito territorial e institucional de Navarra y según la apreciación de la propia ciudadanía interesada. Y es esta idea básica la que pretende convertirse en norma. 

·  En efecto, por un lado, no se establece la exhibición obligatoria de la bandera de Navarra en determinados lugares, si no solo la promoción, esto es, el impulso y fomento de su uso (art.1.1). Por otro, la exhibición de la bandera de Navarra en los lugares públicos que se mencionan no obsta a la colocación de “cualesquiera otras banderas”. Esta genérica e ilimitada expresión no excluye ningún tipo de enseñas, ya correspondan a entidades públicas, extranjeras o nacionales, ya a cualquier tipo de instituciones privadas.

·  Sin embargo, no puede desconocerse un aspecto capital que luce meridianamente tanto en la justificación de la proposición de Ley Foral como en su preámbulo, a saber, la pretensión de autorizar legalmente la exhibición de la ikurriña, como “un símbolo que una parte importante de la sociedad navarra reconoce como suyo”. Consideran los promotores que la Ley Foral 24/2003 ha supuesto “el retorno a la persecución de la ikurriña en nuestra tierra”, y para garantizar su uso legítimo, la proposición deroga dicha Ley Foral.
·  En coherencia con el espíritu que anima la proposición, de garantía de la libertad plena en el uso de los símbolos por parte de las instituciones públicas de Navarra, su art. 1.3 preconiza la promoción de consultas populares “con el fin de conocer la opinión” de la ciudadanía acerca de la materia. Todo ello se evidencia en su título “Proposición de Ley Foral para el respeto a la pluralidad y a la decisión democrática de la ciudadanía en el uso de los símbolos de Navarra”. De acuerdo con esta directriz, podría primar la voluntad ciudadana sobre las determinaciones del bloque de la constitucionalidad. 

Expuesto todo ello, hemos de destacar un atributo que caracteriza el contenido dispositivo de la proposición de Ley Foral, a saber, su marcada ambigüedad, que dota al breve articulado de una notoria textura abierta, refractaria a la determinación precisa de su concreto alcance normativo. En razón a ello, con apoyo en la jurisprudencia constitucional, es dado legítimamente acudir a lo expuesto en el preámbulo de la proposición “como pauta de interpretación” de su contenido dispositivo, pues la “carencia de valor normativo (del preámbulo) no equivale a carencia de valor jurídico” (por todas, STC 31/2010, FJ 7). Es preciso transcribir literalmente lo sostenido por el TC en dicha sentencia acerca del valor jurídico de los preámbulos: 

“El valor jurídico de los preámbulos de las Leyes se agota, por tanto, en su cualificada condición como criterio hermenéutico. Toda vez que, por tratarse de la expresión de las razones en las que el propio legislador fundamenta el sentido de su acción legislativa y expone los objetivos a los que pretende que dicha acción se ordene, constituye un elemento singularmente relevante para la determinación del sentido de la voluntad legislativa, y, por ello, para la adecuada interpretación de la norma legislada.” 
Así pues, en caso de ser preciso, nos serviremos de lo consignado en el preámbulo de la proposición de Ley Foral al objeto de determinar el alcance cabal de su parte normativa. 
IV. Examen de la iniciativa a efectos de su admisión por la Mesa.
1. Objeto del informe.

a) Nos encontramos ante una actuación de la Mesa consistente en la admisión a trámite de una proposición de Ley Foral: no cabe ni siquiera el control liminar de la constitucionalidad de las iniciativas legislativas y, desde luego, excluye cualquier juicio de oportunidad (FFJJ 4 y 5 del ATC 85/2006, de 15 de marzo). En la fase de admisión a trámite, la Mesa ha de limitarse a verificar la regularidad jurídica y la viabilidad procesal de la iniciativa, esto es, el cumplimiento de los requisitos formales. Así pues, al margen de las reflexiones que pudiera suscitar la propia constitucionalidad de la iniciativa, desde la perspectiva de lo establecido en el art. 4 de la Constitución y en la Ley 39/1981, hemos de limitarnos al examen de los aspectos formales de admisión de las iniciativas legislativas populares. 

b) No obstante, el propio TC ha reconocido que singularmente la Mesa pude extender su examen de las iniciativa más allá de los aspectos formales cuando el ordenamiento jurídico les imponga determinados límites materiales y este es el caso de la iniciativa legislativa popular (ATC 85/2006). Así la Ley Foral 3/1985 impone este tipo de límites en sus artículos 2 y 5.2.a).
2. Admisión a trámite de la iniciativa desde una perspectiva formal. 

A la vista de lo expuesto, desde un punto de vista formal, la proposición de iniciativa legislativa popular (ILP) se adecua a las exigencias de la LFILP al cumplir con los requisitos de presentación establecidos en el art. 3.2.
Desde esta misma perspectiva, y sin que ello suponga impedimento para su tramitación, nos interesa poner de manifiesto que si bien el artículo único del texto articulado que se propone, regula la utilización de la bandera de Navarra, en la forma ya vista, sin embargo la disposición derogatoria única afecta a la totalidad de la actual Ley Foral de símbolos de Navarra, y por tanto al uso de la bandera, del escudo y del himno de Navarra, subsistiendo únicamente la regulación de símbolos contenida en el Amejoramiento, la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra y las previsiones estatales sobre la materia. Corresponde al legislador navarro valorar las consecuencias que esta ausencia de normativa pormenorizada pudiera generar hasta el cumplimiento del mandato contenido en la disposición transitoria primera, “de regular íntegramente el uso de los símbolos de Navarra de forma ampliamente consensuada”.
3.
Desde una perspectiva material.
Desde una perspectiva material nuestro estudio requiere de mayor análisis. Está claro que la iniciativa no incurre en ninguna de las causas de inadmisibilidad de las previstas en las letras b) a e), del apartado 2, del artículo 5 de la LFILP, ni tampoco requiere de la previa conformidad del Gobierno de Navarra por no implicar aumento de créditos ni disminución de ingresos (art.6 de la LFILP). 
Pero se nos generan serias dudas sobre si la modificación legal pretendida en la iniciativa tiene amparo en las competencias legislativas de Navarra conforme disponen los artículos 2.a) y 5.2.a)  de la LFILP. Igualmente podría incidirse en la regulación de materias incluidas en leyes forales de mayorías absoluta, excluidas de la iniciativa legislativa popular, a tenor de lo previsto en el art.2.b) de la LFILP, en relación con lo dispuesto en el art. 20.2 del Amejoramiento.
La cuestión central, y sobre la que realizaremos el posterior análisis, gira en torno a los apartados segundo y tercero del artículo 1 de la ILP, que establecen lo siguiente: 

“2. El hecho de utilizar públicamente la bandera de Navarra en los edificios y sedes administrativas no puede impedir, en ningún caso, que junto a ella se coloquen cualesquiera otras banderas, y mucho menos si estas cuentan con amplio respaldo popular.

3. Si así lo reclama la ciudadanía, las instituciones promoverán consultas populares con el fin de conocer la opinión de la misma a cerca de la utilización de símbolos.”
Tal como razonaremos, resulta meridianamente claro que Navarra ostenta la competencia legislativa para regular sus propios símbolos y así lo ha hecho al aprobar la Ley Foral 24/2003, de 4 de abril, pero ¿Cabe en ejercicio de esta competencia regular el uso de cualesquiera otras banderas como la bandera española, la ikurriña o la de otras Comunidades Autónomas? ¿Entra dentro de las competencias forales esta regulación? ¿Se atenta contra las competencias estatales? Planteadas nuestras dudas pasamos a su análisis, lo que requiere, sin ánimo de ser exhaustivo, de un cierto estudio del marco de competencias existente en materia de símbolos. 
3.1  Fundamento constitucional de las competencias autonómicas para regular los símbolos.
Tal como ya hemos señalado, el artículo 4 de la CE, tras describir la bandera de España, prevé en su apartado segundo que los Estatutos puedan reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas, que se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.
Acerca del art.4.2 CE como fuente competencial habilitadora a las Comunidades Autónomas (en adelante CCAA) para el establecimiento o reconocimiento de sus propias banderas o enseñas – a través de sus Estatutos- se ha pronunciado el Tribunal Constitucional (TC) en la sentencia 94/1985, de 29 de julio, dictada con ocasión del conflicto positivo de competencia promovido por la Diputación Foral de Navarra en relación con la utilización por parte del Gobierno Vasco del escudo de armas de Navarra. En el fundamento sexto de dicha sentencia, tras admitir que, en principio, el esquema básico y principal de asunción competencial de las CCAA es el que deriva de los artículos 148 y 149 CE, se sostiene que no está constitucionalmente excluido que algunas competencias autonómicas tengan su base en otros preceptos constitucionales. Tal es el caso de los símbolos políticos propios de las respectivas CCAA. A este respecto sostiene el TC:  
«Dentro del marco establecido en la Constitución» se encuentra la competencia de cada Comunidad Autónoma para establecer «la bandera y enseña propia», que tiene su apoyo constitucional en el art. 4.2, según el cual los Estatutos «podrán reconocer» tales banderas y enseñas, término este último en el que hay que incluir los escudos por cuanto, en definitiva, representan, al igual que las banderas, el símbolo identificador de la correspondiente Comunidad, y en ocasiones, como es el caso de Navarra, aparecen insertos en ellas.
Este «reconocimiento» constitucional, que no tiene precedente en el constitucionalismo español ni en el derecho comparado europeo, es una forma de expresión a través de los símbolos de la organización del Estado en Comunidades Autónomas. Y la potestad conferida en el art. 4.2 para «reconocer» en los Estatutos -cuyo carácter de norma institucional básica de cada Comunidad consagra el art. 147.1 de la Constitución-las banderas y enseñas «propias de las Comunidades Autónomas» entraña así necesariamente la atribución a éstas de la competencia para determinar qué símbolos reconocen o establecen como «propios», competencia que podrán ejercer o no, por cuanto el contenido estatutario en este punto no es necesario u obligatorio desde el punto de vista constitucional.” (FJ 6). 
Ahora bien, la competencia autonómica para establecer sus símbolos no se configura como una potestad en blanco, puesto que el artículo 4.2 de la CE impone la utilización conjunta “en edificios públicos y actos oficiales” de las banderas y enseñas autonómicas y la bandera de España. Esta imposición constituye una limitación a la competencia de las CCAA para regular la utilización de sus propios símbolos. 

Como se ha visto el TC deriva la competencia autonómica para la regulación de sus símbolos de la previsión sustantiva contenida en el artículo 4 de la CE: la habilitación a los Estatutos de Autonomía para reconocer símbolos propios fundamenta la asunción de competencia autonómica en esta materia, de tal forma que regulación material o sustantiva y atribución competencial van unidas.  
3.2
El alcance de las competencias autonómicas para configurar sus propios símbolos, conforme a la jurisprudencia constitucional. 

Respecto al alcance de esta competencia autonómica, recurrimos nuevamente a la jurisprudencia del TC, dictada en la sentencia calendada sobre el escudo de Navarra. En ella se sostiene: 
“Ahora bien, para determinar el alcance de dicha competencia, en relación con la utilización de las cadenas del escudo de Navarra en el emblema del País Vasco, es preciso tener en cuenta la naturaleza de los emblemas en cuanto símbolos políticos.

No puede desconocerse que la materia sensible del símbolo político -en este caso, las seculares cadenas del escudo de armas navarro-trasciende a sí misma para adquirir una relevante función significativa. Enriquecido con el transcurso del tiempo, el símbolo político acumula toda la carga histórica de una Comunidad, todo un conjunto de significaciones que ejercen una función integradora y promueven una respuesta socioemocional, contribuyendo a la formación y mantenimiento de la conciencia comunitaria, y, en cuanto expresión externa de la peculiaridad de esa Comunidad, adquiere una cierta autonomía respecto de las significaciones simbolizadas, con las que es identificada; de aquí la protección dispensada a los símbolos políticos por los ordenamientos jurídicos. Al símbolo político corresponde, pues, al lado de una función significativa integradora, una esencial función representativa e identificadora, que debe ejercer con la mayor pureza y virtualidad posibles. En el caso de Navarra, su escudo posee en alto grado las características que la doctrina estima deben poseer los símbolos políticos: Es llamativo y se grava fácilmente en la memoria, lo que facilita su inmediata identificación con la Comunidad política que representa.” (STC 94/1985, F.J 7)
Y tras poner en valor las funciones de los símbolos políticos determina: 

“La función identificadora del símbolo político, a que venimos haciendo referencia, determina que la competencia reconocida a las Comunidades Autónomas en esta materia no se agote en la potestad para fijar las características de sus propios símbolos, sino que abarque también -ya que de otro modo la relación de identidad quedaría rota-la potestad frente a las demás Comunidades para regular de forma exclusiva su utilización; regulación que, de hecho, algunas Comunidades han llevado a cabo al mismo tiempo que configuraban su escudo propio. Ello implica que dichos símbolos no puedan ser utilizados sin el consentimiento de la Comunidad a que corresponden, ni apropiándose de ellos aisladamente ni integrándolos como tales símbolos identificadores en el emblema de otra Comunidad. El contenido de la competencia así definida supone, por consiguiente, un límite a la competencia de cada Comunidad Autónoma para establecer o configurar su propio emblema.

Por ello, sólo si se considera que el contenido de la competencia controvertida se reduce a la potestad para fijar las características del propio símbolo, podría afirmarse -como hace la representación del Gobierno vasco- que la adopción del «Laurak-Bat» como emblema del País Vasco no invade el ámbito competencial de Navarra.

En efecto, de lo anteriormente expuesto se deduce que nadie ha impedido a Navarra ejercitar tal potestad. Y tampoco puede decirse que exista una apropiación del escudo de Navarra por parte del Gobierno de la Comunidad Autónoma Vasca; ya que, junto a las cadenas, el «Laurak-Bat» contiene los emblemas de los tres territorios que actualmente integran dicha Comunidad.

Pero, si la competencia objeto del presente conflicto comprende también, como hemos puesto de relieve anteriormente, la potestad de una Comunidad para regular en exclusiva la utilización del símbolo que la identifica, lo que impide, en consecuencia, que otra lo integre en su emblema en virtud precisamente de ese carácter identificador, entonces es preciso concluir que la adopción del «Laurak-Bat» como emblema del País Vasco invade el ámbito competencial de Navarra.”
En definitiva, sintetizando lo razonado por el TC, podemos destacar las siguientes directrices constitucionales: 

· Los símbolos políticos acumulan un conjunto de significaciones que ejercen una función integradora, contribuyendo a la formación de la conciencia comunitaria, como expresiones externas de la peculiaridad de la Comunidad de que se trate. En esencia, los símbolos ejercen una triple función integradora, representativa e identificadora, que se debe plasmar con la mayor pureza y virtualidad posibles. 
· Esta función integradora, representativa e identificativa determina que la competencia de las CCAA incluya, no solo la potestad de establecer y definir sus propios símbolos, sino que se extiende también a la facultad de regular en exclusiva su utilización frente a las restantes CCAA. Lo cual es un corolario derivado de la “relación de identidad” entre el símbolo y la Comunidad Autónoma a la que representa. 

· Con arreglo a lo anterior, esta competencia exclusiva implica que los símbolos no puedan ser utilizados por otras entidades sin el consentimiento de la Comunidad Autónoma a que corresponden, “ni apropiarse de ellos aisladamente ni integrándolos como tales símbolos identificativos en el emblema de otra Comunidad”. 

3.3
Sobre si la ILP tiene amparo en las competencias de Navarra.
Establecido el marco normativo de referencia, así como el alcance de la competencia que estamos tratando, nos encontramos ya en disposición de abordar detenidamente las pretensiones de la ILP para en su caso determinar si la modificación legal tiene amparo en las competencias legislativas de Navarra conforme dispone el artículo 5.2.a) de la LFILP. Estas son nuestras principales objeciones:
 1º.- Ausencia de competencias forales para regular símbolos políticos ajenos a la Comunidad Foral de Navarra.
Navarra en el artículo 7 del Amejoramiento define, al amparo de la Constitución (art. 4), sus símbolos, escudo y bandera. Decíamos que la competencia que ostenta la Comunidad Foral para regular sus propios símbolos encuentra su fundamento en el art. 4.2 de Constitución, y que su regulación y establecimiento debe hacerse dentro del marco establecido en la Constitución. Decíamos también que el reconocimiento constitucional de esta competencia entraña la atribución a las Comunidades Autónomas de la facultad de determinar qué símbolos reconocen o establecen como propios. Es decir, la competencia se proyecta exclusivamente sobre sus propios símbolos, en nuestro caso el escudo, la bandera y por extensión legal, el himno de Navarra. Por tanto, la regulación de la ILP, en la medida que abarca el uso de “cualesquiera otras banderas”, excede de nuestras competencias.
Tal como nos consta ya, el artículo 1.2 de la ILP permite la colocación de “cualesquiera otras banderas”  (distintas a las de Navarra) en los edificios y sedes administrativas. Cuando la ILP alude a “cualesquiera otras banderas” se está refiriendo velada y preferentemente a la bandera del País Vasco o “Ikurriña”, como así se deduce del propio preámbulo de la ILP, aunque con su redacción bien podría referirse a la bandera de otras Comunidades Autónomas o de cualesquiera entidades públicas o privadas.

En consecuencia, el artículo 1.2 de la ILP regula activamente el uso o exhibición, en forma pública u oficial, de símbolos ajenos a los que son propios e identificativos de la Comunidad Foral. Tal como se deriva de la jurisprudencia constitucional (STC 94/1985, especialmente), la función integradora, representativa e identificadora de los símbolos políticos determina el alcance de las competencias autonómicas sobre los suyos propios, que abarcan “también –ya que de otro modo la relación de identidad quedaría rota- la potestad frente a las demás Comunidades para regular de forma exclusiva su utilización”. Sensu contrario, cuando una Comunidad Autónoma regula la utilización de símbolos propios de otras CCAA, se está excediendo en sus atribuciones, al carecer de título competencial habilitante para ello. Recuérdese, además, la inequívoca declaración del TC de que los símbolos no pueden ser utilizados por otra Comunidad Autónoma… sin el consentimiento de la Comunidad a que corresponden”. 

Todo lo cual tiene un basamento lógico en el esquema argumental del TC, consistente en la relación de identidad entre la correspondiente Comunidad y sus símbolos propios, que constituye la fuente primigenia de atribución competencial para la regulación de su utilización y que simultáneamente, se erige en auténtico límite de su ejercicio. Límite cuya virtualidad radica en impedir la utilización oficial por las CCAA de los símbolos que les son ajenos, tal como pretende la ILP, con la finalidad de evitar confusiones o indefiniciones sobre la estructura territorial del Estado (STC 94/1985, FJ.8 y STS de 3 de marzo de 2004, FJ.4). 

Es por ello que, a nuestro juicio, el art. 1.2 de la ILP, que constituye su disposición nuclear, incide en materia sobre la que la Comunidad Foral carece de competencia legislativa, razón por la que la proposición incurre en la causa de inadmisibilidad establecida en el artículo 5.2.a), en relación con el artículo 2.a), de la LFILP. 

2º.- Respecto a las Consultas Populares sobre la utilización de los símbolos.
La ILP en su regulación contempla sin mayores especificaciones que las instituciones públicas promuevan a instancia de la ciudadanía la celebración de consultas populares en orden a conocer su opinión acerca de la utilización de los símbolos (art.1.3 ILP) o debates democráticos y participativos en orden a regular íntegramente el uso de los símbolos de Navarra de una forma consensuada (D.T.1ª ILP). 

 Al respecto conviene recordar que tanto la Constitución en su art. 4.2, como más detalladamente la Ley 39/1981, obligan a que las banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos se utilicen junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales, garantizándole un espacio  en todos los edificios y establecimientos de la Administración central, institucional, autonómica y municipal del Estado. Por lo que el llamamiento que la ILP hace a la ciudadanía no puede desconocer esta obligación que subsiste por encima de nuestras competencias y en la medida que se pretendiese estaríamos actuando al margen de ellas. Aun teniendo en cuenta los términos con que se expresa el preámbulo, es lo cierto que la parte dispositiva de la ILP no contiene referencias directas respecto a esta exhibición simultánea de aquellas banderas, por lo que se mantiene incólume la virtualidad jurídica de la Ley 39/1981, sustentada en base constitucional tan explícita como la que se ha reseñado. 
Desde otra perspectiva, hemos hecho referencia en el epígrafe III.1.b) a la regulación foral de las “consultas populares”, ceñidas exclusivamente al ámbito local. Tal como hemos precisado, la LFALN es una Ley de mayoría absoluta, de las contempladas en el art. 20.2 del Amejoramiento. Conforme a lo previsto en el art. 96 de la LFALN, en necesaria coincidencia con la legislación básica estatal, proscribe la celebración de consultas en materias ajenas a la competencia de las entidades locales. 

El art.1.3 de la ILP, según se ha señalado, ordena promover “consultas populares con el fin de conocer la opinión de la misma (ciudadanía) acerca de la utilización de los símbolos”. En sus propios términos, tal previsión puede desenvolverse dentro de los límites establecidos en el art. 96 de la LFALN, esto es, ciñéndose las consultas populares, exclusivamente, a los símbolos propios de la entidad local de que se trate. Como es obvio, la competencia local no se extiende a los símbolos propios de las CCAA o de España. En este contexto, nada innovaría el art. 1.3 de la ILP la normativa vigente en la materia.
Vistas así las cosas, podría sostenerse que el art. 1.3 de la ILP constituye una mera previsión material del posible objeto de las consultas populares, en el marco de la LFALN. De acuerdo con ello, esta concreta previsión no presentaría óbices para su admisión a trámite, desde la perspectiva de su afectación a materias propias de Ley Foral de mayoría absoluta (LFALN), conforme a lo dispuesto en el art. 5.2.a), en relación al art. 2.b), de la LFILP.
En la medida en que se pretendiese, ex. art. 1.3 de la ILP, que las consultas populares locales versen sobre símbolos autonómicos o estatales se incidiría en la pretensión de modificar la regulación contenida en una Ley Foral de mayoría absoluta. Desde luego, el preámbulo de la ILP avala esta interpretación de la finalidad del precepto citado. De entenderse ello así, se incidiría en materias reservadas a Ley Foral de mayoría absoluta, como es la LFALN, lo que podría justificar la inadmisión a trámite de la ILP, también por este motivo (art. 5.2.a) en relación al art. 2.b) de la LFILP). Es de precisar, sin embargo, que una eventual inadmisión a trámite de la ILP tendría fundamento en una de las interpretaciones posibles de su art. 1.3, si bien tal interpretación resulta avalada por la propia argumentación de los promotores expuesta en la justificación y en el preámbulo de la reiterada ILP, y se inserta con naturalidad en las directrices básicas de su texto normativo. 
V. Consideración final.

Por último, interesa precisar algunos aspectos a propósito de las exigencias derivadas de nuestra Democracia política, en su proyección sobre la iniciativa legislativa popular y las consultas populares, como manifestaciones del derecho de participación política: 
· Sostiene el supremo interprete de la Constitución que en nuestra forma de gobierno priman los mecanismos de democracia representativa y que “nada se opone a que entre los límites dentro de los que opera la iniciativa legislativa popular el ordenamiento jurídico prevea la exclusión de determinadas materias” (STC 76/1994, de 14 de marzo, FJ3, entre otras).

· El axioma, según el cual, debe contar con respaldo legal “lo que la ciudadanía libre y democráticamente ha decidido o pueda decidir”, al margen de las consideraciones éticas que pueda suscitar, merece alguna precisión desde la óptica jurídico-constitucional. La premisa básica es que en nuestro Estado social y democrático de Derecho, los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico (art. 1 y 9.1 de la CE), que constituye el marco en que debe desenvolverse el pluralismo político. A este respecto, es taxativa la jurisprudencia constitucional que, rechazando la cabida en nuestra Constitución de un modelo de “democracia militante”, niega la existencia de límites materiales a la revisión de la Norma Suprema de nuestro ordenamiento (por todas, STC 48/2003, de 12 mayo, y 103/2008, de 11 de octubre). Ahora bien, para el TC, “el respeto a esos procedimientos (previstos en la CE) es, siempre y en todo caso, inexcusable” para que legítimamente pueda tener lugar la revisión de la Constitución. Así pues, la expresión de la ciudadanía en ejercicio de los derechos de participación política, solo puede manifestarse a través de los mecanismos previstos en la CE, en la forma, por los cauces y con los límites establecidos. 
· El pronunciamiento de los ciudadanos, a través de consultas populares, sobre materias directamente reguladas por la Constitución, está sujeto a estrictos condicionamientos formales. Para el TC, las iniciativas adoptadas por el poder constituyente solo pueden ser sometidas a referéndum en el marco de los procedimientos de reforma constitucional previstos en los artículos 167.3 y 168.3 de la CE. Incluso, sostiene que no es posible celebrar consultas distintas al referéndum previsto en dichos artículos “…sobre cuestiones fundamentales resueltas con el proceso constituyente y que resultan sustraídas a los poderes constituidos (STC 103/2008, FJ 4). Para el TC, la pretensión de soslayar los cauces establecidos merece el siguiente comentario: 
“Es más, tratar de sortear, eludir o simplemente prescindir de esos procedimientos sería intentar una inaceptable vía de hecho (incompatible con el Estado social y democrático de Derecho que se proclama en el art. 1.1 CE) para reformar la Constitución al margen de ella o conseguir su ineficacia práctica.”
· Como sobradamente sabemos, la regulación de los símbolos del Estado y de las CCAA se incardina en el Título Preliminar de la CE, cuya reforma solo puede arbitrarse a través del cauce especialmente reforzado previsto en el art. 168 de la CE. Por sí mismos y de forma aislada, ni el cuerpo electoral de una entidad local, ni el de la propia Comunidad Foral de Navarra, son sujetos constitucionalmente hábiles para pronunciarse acerca de la aplicabilidad del régimen establecido por el art. 4 de la CE sobre el uso de los símbolos a que se refiere. Una eventual pretensión en tal sentido sería, en palabras del TC, tanto como “…intentar una inaceptable vía de hecho…para reformar la Constitución al margen de ella o conseguir su ineficacia práctica”.
VI. Conclusiones.
1ª.- De acuerdo con lo expresado en el cuerpo del informe no se analiza la eventual inconstitucionalidad de la iniciativa legislativa popular dado que nos encontramos en la fase de admisión a trámite por la Mesa del Parlamento de Navarra.

2ª.- Desde un punto de vista formal, la proposición de iniciativa legislativa popular se adecua a las exigencias de la LFILP al cumplir con los requisitos de presentación establecidos en su art. 3.2.
3ª.- A nuestro juicio, desde la perspectiva material, la iniciativa legislativa popular puede exceder el ejercicio legítimo de las competencias de Navarra, al incidir en la regulación de la utilización de símbolos políticos ajenos a la Comunidad Foral. Igualmente, puede afectar a materias reguladas en una Ley Foral de mayoría absoluta, cual es la relativa a las consultas populares, en la forma y con el alcance que se han precisado en este informe. 

De acuerdo con ello, según nuestro criterio, concurre la causa de inadmisibilidad prevista en el art. 5.a), en relación con el apartado a) y, en su caso, b) del art. 2 de la Ley Foral de la iniciativa legislativa popular. La Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, habrá de valorar la concurrencia de tales causas, a los efectos de la admisión o inadmisión a trámite de la iniciativa legislativa popular que nos ha ocupado. 

Este es nuestro informe que se somete a la Mesa y a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 13 de marzo de 2014.

La Letrada,

Silvia Doménech Alegre

Conforme:

 El Letrado Mayor,

Miguel Esparza Oroz 
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